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Temas:   
DERECHO DE PETICIÓN / RECONOCIMIENTO PENSIONAL / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. “[L]a Sala observa que en este asunto específico el señor Parra Hernández se encuentra frente a un perjuicio irremediable que  afecta su mínimo vital y móvil, debido a que desde el 3 de diciembre de 2014 viene soportando la ausencia del reconocimiento y el pago de la pensión de vejez, toda vez que esa demanda está pendiente de que se surta la casación en la Sala Laboral de la Corte Suprema, en donde se encuentran las diligencias desde el 28 de junio de 2016.  De tal manera, que apelando a las circunstancias de debilidad manifiesta en las que se encuentra el señor Parra Hernández por  su edad, situación económica y por el tiempo que puede tardar la solución a la controversia pensional en la jurisdicción ordinaria laboral, el amparo invocado es procedente para garantizar el derecho fundamental de petición del actor en conexidad con la seguridad social y mínimo vital. Así las cosas, como la solicitud del nuevo estudio pensional se hace con fundamento en que actualmente el accionante cumple con los requisitos exigidos en la Ley 797 de 2003 como son la edad y haber acreditado más de 1.300 semanas cotizadas a COLPENSIONES, los cuales difieren a los expuestos en el proceso que cursa en la Sala de Casación Laboral, esta Colegiatura considera que COLPENSIONES tiene la obligación de brindar una respuesta completa, de fondo y oportuna a la solicitud formulada por el señor Parra Hernández el 11 de julio de 2016, sin que ello implique que se pronuncie sobre sobre el retroactivo correspondiente, por ser este último una  cuestión que se debate en el recurso extraordinario de casación, tal como adujo el apoderado judicial del accionante. (…) Así las cosas, esta Colegiatura confirmará el fallo estudiado, a efectos de que se reexamine la situación del actor y en caso de reconocerse la prestación reclamada, las partes adopten las decisiones que corresponda en derecho frente al proceso ordinario laboral que se encuentra actualmente en trámite de casación ante la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinticuatro (24) de febrero de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0167
Hora: 2:30 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la Vicepresidente Jurídica y Secretaria General de COLPENSIONES en contra del fallo emitido el 6 de enero  de 2017 por el Juzgado 1º Penal del Circuito especializado de Pereira, Risaralda, dentro de la tutela presentada por Julio César  Parra Hernández a través de apoderado judicial.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Informó el abogado Diego Alberto Medina Díaz, apoderado judicial del señor Julio César Parra Hernández, que su mandante elevó una solicitud de pensión de vejez ante COLPENSIONES, la cual fue resuelta desfavorablemente  el día 14 de marzo de 2013 a través de la resolución GNR 036834. Por lo tanto, el accionante a través de apoderado, inició un proceso laboral ordinario contra dicha Administradora  ante el Juzgado 1º Laboral del Circuito de Pereira, despacho que el 3 de diciembre de 2014 falló a su favor reconociéndole la pensión desde el 1º julio de 2014,  con un retroactivo de $3.141.600, intereses moratorios y costas de $4.312.000, decisión que fue apelada por COLPENSIONES y  el Tribunal Superior del Distrito de Pereira Sala Laboral revocó la misma, absolviendo a la demandada de todas las pretensiones estimadas.  De tal manera, que se presentó demanda de casación, la que según información se encuentra pendiente de resolver desde el 28 de junio de 2016.
Indicó el abogado que su poderdante de manera responsable y preventiva continuó cotizando para pensión a COLPENSIONES, pensando en una eventualidad que pudiera suceder y dado el caso de quedar vencido dentro del proceso ordinario aludido.  

Así las cosas, indicó que el señor Parra Hernández tiene 66 años, edad de retiro forzoso y en circunstancias de debilidad manifiesta por la desprotección económica a la que ha quedado sometido por la ausencia del reconocimiento y pago de la pensión a la que considera tiene derecho.  Por lo tanto, el actor solicitó nuevamente el 11 de julio de 2016 el estudio para el reconocimiento y pago de la pensión de vejez por haber completado 1.359.71 semanas cotizadas según su historia laboral, pero COLPENSIONES mediante el acto administrativo GNR 360685 del 29 de noviembre de 2016 se declaró incompetente para resolver la solicitud hasta por estar pendiente el recurso extraordinario en sede casación.

Adujo que al momento de presentar la demanda ordinaria, el actor acreditaba 1.123 semanas cotizadas en COLPENSIONES por lo que se solicitó el reconocimiento de la pensión con fundamento en lo dispuesto en el Acuerdo 048 de 1990 reglamentado por el Decreto 758 de 1990.

Precisó que el nuevo estudio de la pensión solicitado el 11 de julio de 2016 se presentó para que se realizara a la luz de la Ley 797 de 2003 por acreditar 1.300 y tener 62 años de edad, requisitos que se encuentran satisfechos.

2.2.  Por lo anterior, solicitó: i) tutelar al señor Julio César Parra Hernández los derechos al mínimo vital, la seguridad social, derecho de petición, la protección reforzada al adulto mayor y la vida digna; ii) ordenar a COLPENSIONES que realice el estudio pensional solicitado el 11 de julio de 2016 y en tal sentido, iii) le reconozca la pensión de vejez al señor Julio César  Parra Hernández y se realice el pago de la misma al corte de nómina, sin el retroactivo pues este derecho se encuentra en discusión dentro del recurso extraordinario de casación.  (Fls. 1-13)
2.3. Adjuntó con la demanda el poder para actuar y copia de la resolución N° GNR 360685 del 29 de noviembre de 2016.  (Fls. 14-18) 
2.4. Colpensiones había contestado la demanda de tutela luego de proferido el fallo de primera instancia, por lo tanto, no se tendrá en cuenta la misma, por ser extemporánea (Fls. 35-40)
3. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 6 de enero de 2017 el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira, Risaralda, resolvió tutelar los derechos fundamentales de petición, mínimo vital y seguridad social al señor Julio César  Parra Hernández, y como consecuencia ordenó a  COLPENSIONES que en un término no superior a 48 horas siguientes a la notificación del fallo,  emitiera una respuesta concreta y de fondo a la solicitud al señor Parra Hernández radicada el 11 de abril de 2016 “orientada a que se le haga un estudio para el reconocimiento y pago de la pensión de vejez en los términos en que fue sustentada, esto bajo la luz de la ley 797 de 2003”. Así mismo, previno a COLPENSIONES para que en lo sucesivo se abstenga de incurrir en igual omisión frente a las peticiones que hiciera el accionante. (Fls. 27-30)
COLPENSIONES fue notificado del fallo de tutela a través de los oficios Nos.009 y 010 del 11 de enero de 2017 (Fls. 31 y 32, frente), los cuales fueron enviados por correo electrónico el 11 y 12 de enero de 2017 (Fls. 31 y 32, vuelto), respectivamente.
4. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 16 de enero de 2016, COLPENSIONES envió un escrito al correo electrónico de despacho fallador, mediante el cual precisó que la solicitud del accionante  fue radicada el 11 de julio de 2016 y no en el mes de abril como lo estableció el A quo.

Consideró que el fallo desconoce el carácter subsidiario de la acción de tutela, toda vez que la solicitud del accionante fue resuelta por la Gerencia Nacional de Reconocimiento mediante resolución GNR 360685 del 29 de noviembre de 2016, donde se declaró la falta de competencia para pronunciarse sobre la pensión de vejez con fundamento en que se encuentra en curso un proceso judicial en contra de COLPENSIONES; igualmente, al actor se le indicó que contra esa decisión procedían los recursos de reposición y/o apelación, de los cuales no hizo uso. 

Agregó que en reiteradas ocasiones la Corte Constitucional ha sostenido que la acción de tutela es improcedente para obtener el reconocimiento de prestaciones económicas como lo es en este caso “reconocer la pensión de vejez a corte de nómina”, en esta medida solicitó que se revocara el fallo de tutela y se declarara improcedente (Fls. 42 y 43).
Adjuntó copia de la Resolución GNR360685 del 29 de noviembre de 2016 y del acta de notificación personal de la misma (Fls. 44 y 45).

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2. PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO 
Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral primero de la providencia, tal como lo solicitó el accionante. 

5.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremedia ble.
5.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

5.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.  (Subrayas propias)
5.6.  Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

5.7. Ahora bien la jurisprudencia de la Corte Constitucional con respecto al término para resolver las solicitudes de pensiones estableció diferentes supuestos en la sentencia T-208 de 2012, para que la entidad encargada de las pensiones resuelva una solicitud frente a un tema de seguridad social, así:

“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo. 

“(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;

“(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001. 

“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenaza la vulneración del derecho a la seguridad social.”
.

Así las cosas, es claro que cuando a la entidad encargada de pensiones se le solicita el reconocimiento de dicha prestación, ella tiene cuatro meses para dar respuesta a la solicitud de fondo, y en todo caso seis meses para tomar las medidas necesarias para empezar a pagar las mesadas pensionales. Es clara la jurisprudencia al establecer que el desconocimiento de dichos términos, no sólo acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición, sino también del derecho a la seguridad social, al mínimo vital y a la vida digna; por lo cual a partir de ese entonces, se vuelve procedente el amparo constitucional
.  

En conclusión, en virtud de artículo 23 Superior, las personas tienen el derecho de presentar peticiones respetuosas a la administración y a recibir una respuesta que llene los requisitos planteados por la jurisprudencia en la materia. Dicho derecho cobija las solicitudes que se hagan en materia pensional, frente a las cuales la entidad tiene cuatro meses para dar una respuesta de fondo. Cuando dicho plazo se incumple, no sólo se vulnera el derecho de petición, sino que también se ponen en riesgo los derechos al mínimo vital, a la vida digna y a la seguridad social, frente a lo cual debe entrar el juez constitucional a proteger a la persona.”  (Subrayas propias)
5.8.  Descendiendo al acaso en concreto y revisadas las pruebas que obran dentro del proceso, esta Sala evidencia que COLPENSIONES expidió la Resolución GNR  360685  el 29 de noviembre de 2016 por medio de la cual decidió declarar que existe falta de competencia para resolver la solicitud de reconocimiento y pago de la pensión de vejez radicada por el señor Parra Hernández el 11 de julio de 2016, hasta tanto dicha controversia no sea dirimida por el Juzgado Primero Laboral de Pereira (Fls. 17 y 18).
5.9.  Por su parte, el apoderado judicial del accionante consideró que el señor Parra Hernández cumple con todos los requisitos legales para que COLPENSIONES estudie de nuevo la solicitud de la pensión de vejez, según lo consagrado en la ley 797 de 2003, tal como lo indicó en la petición del 11 de julio de 2016 y que por ende, COLPENSIONES debe reconocer a su  mandante la pensión aludida.

5.10.  Enfrentadas así las partes, se puede concluir que el debate puesto en conocimiento del abogado del accionante es de índole prestacional y legal para el cual existe un mecanismo de defensa en la vía ordinaria laboral, el que escapa de la esfera del juez de tutela.  Sin embargo, es viable que a pesar de la existencia de los medios ordinarios, el actor pueda acudir a la justicia constitucional, pero con la  condición de que acredite el perjuicio irremediable
.

5.11.  De acuerdo a lo anterior, la Sala observa que en este asunto específico el señor Parra Hernández se encuentra frente a un perjuicio irremediable que  afecta su mínimo vital y móvil, debido a que desde el 3 de diciembre de 2014 viene soportando la ausencia del reconocimiento y el pago de la pensión de vejez, toda vez que esa demanda está pendiente de que se surta la casación en la Sala Laboral de la Corte Suprema, en donde se encuentran las diligencias desde el 28 de junio de 2016.  De tal manera, que apelando a las circunstancias de debilidad manifiesta en las que se encuentra el señor Parra Hernández por  su edad, situación económica y por el tiempo que puede tardar la solución a la controversia pensional en la jurisdicción ordinaria laboral, el amparo invocado es procedente para garantizar el derecho fundamental de petición del actor en conexidad con la seguridad social y mínimo vital.

5.12.  Así las cosas, como la solicitud del nuevo estudio pensional se hace con fundamento en que actualmente el accionante cumple con los requisitos exigidos en la Ley 797 de 2003 como son la edad y haber acreditado más de 1.300 semanas cotizadas a COLPENSIONES, los cuales difieren a los expuestos en el proceso que cursa en la Sala de Casación Laboral, esta Colegiatura considera que COLPENSIONES tiene la obligación de brindar una respuesta completa, de fondo y oportuna a la solicitud formulada por el señor Parra Hernández el 11 de julio de 2016, sin que ello implique que se pronuncie sobre sobre el retroactivo correspondiente, por ser este último una  cuestión que se debate en el recurso extraordinario de casación, tal como adujo el apoderado judicial del accionante.  Con relación a las solicitudes pensionales, la Corte Constitucional señaló lo siguiente en la Sentencia T-242 de 2014:
“(…) 5.4. Siendo diáfanos los plazos máximos de que disponen las administradoras de fondos de pensiones para resolver las solicitudes, cabe anotar que también la jurisprudencia[17] ha reseñado que el derecho de petición en materia de pensiones, no se agota con respuestas estrictamente formales, evasivas o dilatorias, pues exige que la entidad se pronuncie de fondo, so pena de configurar una vía de hecho administrativa, agravándose la situación cuando la persona cumple con los requisitos legales exigidos para acceder a ella.
Ello ha sido ratificado por esta Corte desde hace varios años, leyéndose en la sentencia T-1091 de agosto 18 de 2000, M. P. Alejandro Martínez Caballero: “La eficacia y celeridad, dentro de un Estado Social de Derecho implican una pronta resolución a las peticiones, dentro de ellas ocupa lugar preponderante la de reconocimiento de las pensiones. Luego la organización y el procedimiento que las normas señalen para la tramitación y reconocimiento de la prestación, no pueden traducirse en obstáculos para el derecho material, sino que, por el contrario, deben contribuir a pronta y justa decisión. Lograr el orden justo es pues el objetivo y las reglas deben contribuir a ello.”
Así las cosas, esta Colegiatura confirmará el fallo estudiado, a efectos de que se reexamine la situación del actor y en caso de reconocerse la prestación reclamada, las partes adopten las decisiones que corresponda en derecho frente al proceso ordinario laboral que se encuentra actualmente en trámite de casación ante la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia.
DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR  la sentencia de tutela proferida el 6 de enero de 2017 por el Juzgado 1º Penal del Circuito especializado de Pereira, dentro de la tutela interpuesta por el abogado Diego Alberto Medina Díaz en representación del señor Julio César Parra Hernández, a efectos de que se reexamine la situación del actor y en caso de reconocerse la prestación reclamada, las partes adopten las decisiones que corresponda en derecho frente al proceso ordinario laboral que se encuentra actualmente en trámite de casación ante la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario 
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